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Señor Representante Oscar Groba. 
Señora Representante Graciela Cáceres. 


Por el Sindicato de Trabajadores de la empresa de acompañantes VIDA, 
lleana Viera, Presidenta; Marita Flores, Secretaria; Leonor García, 
Tesorera; Mauro Lanusse, Secretario de conflictos del Plenario Intersindical 
local; doctora Natalia Gutiérrez Cejas, asesora legal, y Eolo Mendoza, por 
la Federación Uruguaya de la Salud. 


Por el Núcleo de Base del SMU del Servicio de Cirugía del Instituto 
Nacional del Cáncer (INCA), doctores Escandor El Ters, cirujano oncólogo, 
Jefe de Cirugía del INCA; Marta Gonda y Silvia Ferrin, cirujanas del INCA, 
y Enrique Alves, ayudante quirúrgico del INCA. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a la Presidenta 
del sindicato de trabajadores de la empresa de acompañantes Vida -Sicsa-, señora lleana 
Viera; a su Secretaria, señora Marita Flores; a su Tesorera, Leonor García; al Secretario 
de Conflictos del Plenario Intersindical local, señor Mauro Lanusse; al representante del 
Consejo Central de la FUS, señor Eolo Mendoza, y a la asesora legal, doctora Natalia 
Gutiérrez. 


SEÑORA VIERA.- El sindicato Sicsa fue fundado el día 7 de mayo de 2014 por las 
trabajadoras de la empresa Vida, de servicio de acompañantes del litoral, debido a la 
existencia de varias irregularidades y a que los reclamos que hacíamos no tenían ningún 
respaldo ni respuesta. El día 13 de mayo obtuvimos la acreditación como sindicato de 
parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y se fijó una audiencia con la empresa 
Vida para el día 19 para una conciliación, pero no se presentó. Ante esta situación, 
pedimos una nueva audiencia para el día 27, pero la empresa tampoco se presentó. 


También queremos mencionar que antes de esto, el día 22 de mayo, nosotros 
salimos en la prensa, y el día 23 nos llegaron unos telegramas colacionados 
comunicándonos nuestros despidos de la empresa. El mismo día 23, después de estar en 
una jornada con la FUS en Rosario, acudimos al Plenario Intersindical para manifestar lo 
que nos había sucedido, entre otras cosas, para saber qué medidas tomar, porque es un 
sindicato que recién está formado y aún no sabemos cómo manejarnos. Las decisiones 
las vamos adoptando día a día con el apoyo de la gente de la FUS y del Plenario. 


El día 24 tuvimos una audiencia judicial y el Juez falló pidiendo la reinstalación de 
las cinco trabajadoras en 24 horas y el pago de los jornales caídos, estableciendo una 
multa a la empresa de $ 10.000 por día mientras no las retomara. De todas maneras, la 
empresa no ha cumplido. 


Estos son los hechos principales, pero también podemos mencionar que 
representantes de la empresa dijeron en la prensa de nuestra ciudad que las trabajadoras 
éramos personas inadaptadas y hasta nos acusaron de ladronas. A su vez, se reunieron 
con el Intendente de nuestra ciudad y nos dijeron que después se reunirían con nosotras, 
pero no lo hicieron. Estuvimos esperando como una hora y media, hasta que el 
Intendente me llamó por teléfono y me dijo que los representantes de la empresa no se 
reunirían con nosotras, que todo quedaba en la instancia judicial. 


Es decir que de parte de la empresa no ha habido ningún acercamiento ni hemos 
tenido diálogo alguno con ellos, más allá de un contacto telefónico en el que nos 
ofrecieron una suma de dinero para que nos retiráramos de la empresa. 


SEÑOR MENDOZA.- Como Federación Uruguaya de la Salud, estamos frente a una 
situación que va más allá del conflicto que se pueda dar entre un sindicato de base que 
integra esta Federación y una empresa. En forma diaria estamos involucrados en muchos 
conflictos en los que se buscan los ámbitos de negociación vigentes en nuestro país a 
través de la Dirección Nacional de Trabajo, en todo momento se respetan las normas que 
existen y se concurre a los distintos ámbitos de negociación para tratar de resolver cada 
una de las situaciones. Pero lo que hoy tenemos planteado en la ciudad de Fray Bentos 
trasciende esta situación e involucra a distintos actores, porque lo que estamos afirmando 
hoy es que estamos frente a una clara violación de la ley de negociación colectiva que fue 
aprobada por el Parlamento Nacional y que tiene que ver con la protección de los 
derechos de los trabajadores. 
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¿Por qué decimos que trasciende el propio conflicto que se desarrolla en la ciudad 
de Fray Bentos en este momento? Porque estamos hablando de que tenemos un grupo 
de malos empresarios que quieren desconocer las leyes que rigen la negociación 
colectiva y lo hacen impunemente. Y esto, por supuesto, involucra, entre otros, al propio 
Poder Ejecutivo, que quizás debido a sus debilidades a partir de la gestión del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social no pudo hacer cumplir lo que la ley marca, que es que 
ningún trabajador puede ser perjudicado por pertenecer a un sindicato, que ningún 
trabajador puede ser despedido por organizar un sindicato y que no se puede condicionar 
la continuidad en una empresa por estar afiliado a un sindicato. Y todas esas situaciones 
son las que estamos viviendo en esta empresa de servicios de acompañantes del litoral, 
Vida, que tiene filiales en todo el interior del país, en una lógica de mercado que no 
compartimos: la realidad marca que se dividieron el mercado entre las empresas de 
servicios de acompañantes de Montevideo y las del interior -Vida está exclusivamente en 
el interior-, y las de Montevideo muy difícilmente puedan llegar a trabajar más allá de San 
José o Canelones. Entonces, involucra al Poder Ejecutivo en ese sentido. 


También involucra al Poder Judicial, porque esta empresa desacató una resolución 
de la Justicia de Fray Bentos: se dispuso la reincorporación de las trabajadoras al día 
siguiente de dictada la sentencia y, al día de hoy -pasó mucho tiempo-, todavía no ha 
cumplido. 


Es decir que estamos frente a un grupo de empresarios que desafía la normativa 
vigente y la Justicia. Esto preocupa mucho a los trabajadores. 


Además, creemos que involucra al Poder Legislativo -por eso estamos en este 
ámbito-, porque estamos hablando de leyes que fueron aprobadas por este Parlamento. 


Este grupo de empresarios, de malos empresarios -no hacemos tabla rasa; 
sabemos muy bien, porque lo vivimos cotidianamente en los ámbitos de negociación ya 
sea a nivel de empresa o tripartito en los Consejos de Salarios, que hay buenos 
empresarios-, no respeta la normativa. 


Esto se da en un sector de actividad en el que se obtiene un lucro muy importante y 
hay condiciones de explotación -podemos hablar de esto y podemos fundamentarlo si es 
necesario- por parte de los dueños de estas empresas. Decimos esto porque solo 
estando a disposición dieciséis horas diarias los trescientos sesenta y cinco días, se 
puede asegurar un salario por veinticinco jornales. Si no se está a disponibilidad de las 
empresas, no se tiene un salario asegurado. 


Aquí se abre otro aspecto de esta discusión: la falta de regulación que existe hoy en 
los servicios de acompañantes y, también, en las casas de salud o residenciales. 


Por estos motivos, la Federación Uruguaya de la Salud, a través de sus organismos 
formales, ha planteado la necesidad de crear un ámbito donde se discuta la regulación de 
estos servicios. Por supuesto, deben estar presentes los Ministerios de Salud Pública y 
de Trabajo y Seguridad Social. 


Parece que en el Uruguay de hoy hay empresarios que no quieren entender y a los 
que les cuesta mucho creer que algunas cosas cambiaron. Una de las cosas que cambió 
fue el libre ejercicio de la actividad sindical. Hace algunos años los trabajadores no 
teníamos ningún amparo jurídico. Hoy lo tenemos. La exigencia de la Federación 
Uruguaya de la Salud y del PIT- CNT es que se pueda ejercer a través de todas las 
medidas posibles. Por eso acudimos a la Justicia. No estamos diciendo nada que no se 
sepa. Los trabajadores tratamos de resolver los conflictos en los ámbitos que hemos 
logrado desde el punto de vista político sindical. En este caso, nos vimos obligados a 
acudir a la Justicia porque la empresa no quiere cumplir con la ley de libertad sindical. 
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Evidentemente, este problema va más allá de las reivindicaciones en cuanto a las 
condiciones de trabajo y los salarios, que vaya si las tenemos. Este es un problema 
político que nos involucra a todos como sociedad. Cuando hablamos de la defensa de la 
ley de negociación colectiva, estamos defendiendo a los trabajadores movilizados como 
movimiento sindical, pero también los hemos defendido en organismos internacionales 
como la OIT. Precisamente, algunos empresarios han intentado quebrar esa ley 
denunciando al Estado frente a este organismo internacional. 


Por lo tanto, creemos que este es un problema político que trasciende a los 
trabajadores del sindicato de base. 


Además, tiene otra connotación: si aceptamos calladamente que una empresa no 
cumpla con la legislación vigente, todo el movimiento sindical va a ver en riesgo el libre 
ejercicio de su actividad. 


SEÑORA GUTIÉRREZ.- El fallo de reinstalación que se dio en este caso no es muy 
común. Sin embargo, en Fray Bentos no es el primero: ya hemos tenido tres similares. 


Si leemos esta sentencia -está a disposición- veremos que el titular de la sede pudo 
recoger muchos aspectos que ilustran la posición de la empresa. Por ejemplo, hay algo 
muy notorio: una vez formado el sindicato, las compañeras quedaron a la orden, no se le 
proporcionaron servicios y, luego, fueron cesadas. 


Como dije en la audiencia, lo que nos sorprende es que vean a una organización 
como una amenaza dentro de la empresa y no como un canal de diálogo para plantear 
inquietudes. Lo peor es que como entienden que las reivindicaciones que hacían las 
compañeras son infundadas, piensan que no debe existir un sindicato. Es decir: la 
empresa entiende que el sindicato está reivindicando cosas que no son legítimas y, por 
tanto, no se tiene que acoger. Es más: se preguntan para qué va a haber un sindicato, 
olvidando que estamos hablando de un derecho humano fundamental. 


A partir de esa situación, se generaron una serie de irregularidades en este camino 
tan penoso para las compañeras. Por ejemplo, la empresa llegó a proporcionar un 
abogado al resto de las compañeras para que presentaran una denuncia penal. De 
hecho, se hizo. Buscaron un colega -evidentemente, sus honorarios los sustentan la 
empresa- para que las compañeras que no estaban de acuerdo y que se retiraron del 
sindicato -obviamente, bajo la presión de elegir entre trabajar o integrar el sindicato-, 
iniciaran una instancia penal contra la cinco trabajadoras despedidas por sentirse 
lesionadas o agraviadas. 


Esto se manifestó en la audiencia. En la declaración figura claramente que la testigo 
manifestó que no supo qué firmó, por qué firmó ni por qué fue. Le dieron el mandato de ir 
a firmar ese documento, pero no sabía qué contenía ni que implicaba una denuncia penal 
a sus excompañeras. 


La presión, la coacción y la manipulación de la voluntad de las trabajadoras -que 
flaquearon frente a su necesidad o su derecho- fueron muy notorias. Como dije, el Juez 
recogió claramente todo lo que se dijo y lo que sobrevoló. 


Entonces, obviamente, el Juez dictó una sentencia declarando nulos los cinco 
despidos y disponiendo la reinstalación de las trabajadoras y -algo que no es común; en 
las otras sentencias no me había pasado- la aplicación de astreintes, que es la 
conminación económica, mediante una multa de $10.000 por cada día y cada 
trabajadora que no sea reinstalada. Si bien se pidió la apertura de una cuenta para el 
depósito y se intimó dos veces a la empresa, eso no se ha llevado a cabo. Y lo que más 
estupor nos causa, es que la empresa ha manifestado públicamente que nadie puede 
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decirle a ella como tal que debe reinstalar a las cinco trabajadoras, que tiene autonomía 
como patrón de decidir si las reinstala o no. Así no solo desconoce totalmente el derecho 
de las compañeras a formar un sindicato -porque no lo reconoce como tal- y la libertad de 
ejercer sus derechos sindicales -que no solo es decidir la formación de un sindicato sino 
llevar adelante actos sindicales positivos- sino que además, aún con un fallo y habiendo 
ejercido su derecho a apelar -porque ellos apelaron; obviamente estamos en feria judicial, 
han desoído totalmente a la justicia y la desafían. Es más: en la sentencia, se recoge 
también que subliminalmente hubo un llamado de atención al Juez en el sentido de que 
tomara en cuenta las responsabilidades que le podrían caber al acoger la demanda 
impetrada por las trabajadoras. Por eso, la condena fue con costas y costos: por la 
malicia con la que litigó la empresa. 


Entonces, esta sentencia es muy importante, dado que recoge todo lo que 
queríamos que saliera a luz porque en un pueblo chico como este se ha hablado 
muchísimo de este tema, pero la empresa ha optado por la actitud de mostrar que por 
defender a cinco trabajadoras, se deja a treinta afuera y no es así. Si la empresa 
manifiesta que quiere cerrar sus puertas en Fray Bentos, lo hará por conveniencia propia 
y no por esto. Sin embargo, ha generado esa visión en la opinión pública, ese resquemor 
y ese daño en las compañeras, en sus familias y demás, por lo que la gente termina 
opinando sin saber: "Si defienden a cinco y dejan de lado a treinta, ¿qué clase de 
compañeras son? o ¿Qué sindicato formaron?". Sin embargo, no es así. 


Entonces, hoy por hoy, seguimos por los canales judiciales -en la medida en que la 
feria nos permite-, con las intimaciones y demás, para hacer efectiva esta sentencia, que 
nos causa mucho orgullo, pero que todavía no pudimos hacer efectiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a la Diputada Cáceres, quien 
comparece a la Comisión en el día de hoy. 


(Diálogos) 
SEÑORA CÁCERES.- Gracias por recibirnos, señor Presidente. 


Mi presencia es para acompañar la lucha que llevan adelante las compañeras de 
"Vida". También agradezco a la doctora, que siempre está presente, acompañando y 
luchando con los trabajadores; la hemos visto en todo momento y también a los dirigentes 
sindicales que han acompañado desde Montevideo. 


Quiero dejar planteada una invitación para esta Comisión, que sé que sale y se ha 
movilizado por otros departamentos, porque el nuestro está necesitando que se conozcan 
muchas cosas, a partir de lo que decía la doctora. En ese sentido, dejo planteada la 
invitación. Les pido que sea lo más pronto posible a fin de que haya una audiencia con 
esta Comisión, si se quiere abierta a la población de Fray Bentos, para esclarecer 
muchísimas cosas. 


Muchísimas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Consideraremos esa invitación, con mucho gusto. 
SEÑOR PUIG.- Saludamos a los integrantes de la delegación. 


Antes que nada, quiero decir que lo que ustedes plantean, la existencia de 
empresas y empresarios para los cuales el mejor sindicato es el que no existe, en 
realidad, no me sorprende en absoluto. Ha sido una práctica de años en el país, y los 
múltiples esfuerzos que se vienen haciendo desde 2005 para reivindicar los derechos de 
los trabajadores -posibilitando avances muy importantes- no han logrado hasta el 
momento desterrar. Son prácticas antisindicales, autoritarias, antidemocráticas y que 
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tienen como objetivo fundamental manifestar algo que decía la doctora Gutiérrez. A esos 
empresarios se les escucha decir: "A mí, como empresario, nadie me va a obligar". Y yo 
digo: "Obligar, ¿a qué? ¿A respetar la ley? Bueno, hay un estado de derecho planteado 
en nuestro país". 


Está claro que se recurre a una actitud de impunidad: una vez, demostrada la 
represión antisindical, con sentencia judicial, establecimiento de la reinstalación -de 
acuerdo con lo que plantea la ley-, multas, pero la empresa dice que nadie la va a obligar. 
Yo creo que eso, al primero que obliga es al Estado en cuanto a asumir un papel claro en 
lo que tiene que ver con el respeto de las leyes. 


Nos parece que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social debe cumplir un papel a 
fondo, como lo viene haciendo desde hace tiempo el Ministerio de Salud Pública. Hay que 
analizar dónde presta servicios esta empresa y si tiene contratos con el Estado, lo cual 
sería un agravante de la situación. 


Al mismo tiempo, este Parlamento y esta Comisión deben plantear cuáles son los 
mecanismos para que, antes que nada, no se asuma una actitud de impunidad. Lo digo 
porque muchas empresas mantienen esta actitud de impunidad. ¿Con qué objetivo? Con 
el objetivo de generar escarmientos: "No participes en un sindicato porque lo que te 
espera es un despido. Y si la Justicia te da la razón, la desconocemos. Y si el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social dice que hay que cumplir las normas de respeto a la 
libertad sindical, no las cumplimos". Esa es una apelación permanente a la impunidad por 
parte de la empresa. 


Creo que la versión taquigráfica de esta reunión debe ser remitida al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y al de Salud Pública. Al mismo tiempo, entiendo que la 
Comisión debe aceptar la invitación de la señora Diputada Cáceres, a fin de constituirnos 
lo más pronto posible en el departamento, no para sustituir a la acción sindical -no para 
sustituir a la FUS, al plenario o al sindicato- sino para sumar nuestra voz, diciendo que 
esta situación de impunidad, de abuso antidemocrático por parte de la empresa no se 
puede permitir en este país, que viene tratando de cambiar esto. 


Nosotros hemos vivido muchas situaciones así en el pasado. Me tocó vivir una 
situación muy particular de represión antisindical durante diez años por parte de una 
transnacional. Eran otras épocas. Hoy creo que hay condiciones para que el Estado, con 
todos sus componentes, asuma su papel. Lo digo porque nos estamos encontrando con 
situaciones -como la de los trabajadores del supergás, por ejemplo- en las que los 
trabajadores denuncian ser víctimas de la represión por parte de la empresa, pero 
muchas veces no utilizamos los mecanismos como Estado para contribuir a que se 
resuelva el problema. 


Por lo tanto, creo que no se puede permitir que esta empresa desconozca las leyes, 
los dictámenes de la Justicia, pretenda dividir a los trabajadores, con prácticas de 
imposición, tratando de dividir. En el país hay una historia muy clara de empresas 
creando sindicatos amarillos. Es por eso que, sinceramente, esto no me sorprende y que 
debe considerarse el esfuerzo que pueda hacer esta Comisión, sumándose a los 
esfuerzos del movimiento sindical. Voy a plantear concretamente constituirnos en el 
departamento a la brevedad -si es posible, el próximo lunes- y contribuir a que no se 
consagre esta situación de desconocimiento de derechos porque me parece que hay un 
papel que el Parlamento debe cumplir en cuanto a la difusión de estos temas y a la 
transmisión de un mensaje a la población del departamento, en el sentido de que, en 
realidad, es profundamente democrático constituir sindicatos y respetarlos, tratando de 
enfrentar esa situación de miedo que se quiere generar en el sentido de "no te afilies a un 
sindicato que te quedas sin trabajo". 
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Por lo tanto, creo que, en ese sentido, esta Comisión y el Parlamento también deben 
asumir el papel que les corresponde junto a los otros organismos del Estado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GROBA.- Saludo a la delegación que se ha trasladado desde su 
departamento, luego de haber agotado allí todas las instancias de diálogo. No se ha 
podido resolver en las esferas del Ministerio del Trabajo y Seguridad Social ni de la 
Justicia un asunto puntual y grave para las relaciones laborales como es la persecución 
sindical, avasallando así el fuero sindical contemplado en una ley que entre todos 
votamos en el Parlamento. A pesar de que la Justicia en el departamento se ha expedido 
con un dictamen muy claro -que incluso genera un precedente muy importante para 
futuros hechos que puedan ocurrir en el resto del país respecto a la persecución sindical-, 
no se ha resuelto el caso. Por los trabajadores involucrados y por la importancia que 
puede tener el caso desde el punto de vista de la justicia laboral en el futuro, 
seguramente se resuelva a la brevedad porque hay un dictamen muy claro de la Justicia. 


Desde el inicio del conflicto hemos estado en contacto con la señora Diputada 
Cáceres y con el sindicato para estar informados de los pasos que se venían dando. Es 
imposible trasladar con claridad a la Comisión todo lo que han hecho los trabajadores 
para no llegar hasta acá, para tratar de resolver el conflicto por los canales que la 
sociedad democrática ha abierto para la discusión de estos temas. Los trabajadores de la 
empresa, del sindicato correspondiente, de la FUS, del Pit- Cnt y de la sociedad tienen el 
claro objetivo de consagrar relaciones laborales normales, permanentes y duraderas. Los 
trabajadores despedidos por motivos sindicales, que por disposición de la Justicia deben 
ser restituidos a sus lugares de trabajo, quieren preservar su fuente laboral, seguir 
trabajando y siendo dirigentes sindicales. El esfuerzo que han hecho las trabajadoras y 
los trabajadores de la empresa, que han acudido a las instancias de diálogo con una 
paciencia muy grande, es muy importante y la sociedad de Río Negro y de Fray Bentos 
debe reconocerlo. Sabemos que el plenario departamental está muy preocupado por 
esto, a pesar de no ser el único tema que tiene entre manos. Todos recordamos la visita 
de una delegación de los trabajadores del transporte que vino en diciembre a poner una 
luz amarilla, con el objetivo de prevenir situaciones conflictivas a futuro, en pleno fin de 
año. 


Por lo tanto, creo que es buena la idea de la señora Diputada Cáceres de que nos 
traslademos a Río Negro -que comparten los trabajadores, que ha sido refrendada por el 
señor Diputado Puig y que seguramente también lo sea por el resto de la Comisión-, a 
efectos de que la sociedad compruebe que tenemos el sentimiento de promover 
relaciones laborales duraderas y permanentes. Esperamos que a esa reunión sean 
invitados los empresarios, los trabajadores, los Ediles y los Diputados del departamento; 
esperamos que sea una reunión abierta, a efectos de transparentar una situación de 
relación laboral que pretendemos corregir, como nuestro único objetivo. 


Se han planteado algunas situaciones programáticas y una situación puntual: 
resolver ya los cinco despidos de los trabajadores. Luego, en lo programático, deberemos 
trabajar todos para superar estos asuntos. 


Como decía el señor Diputado Puig -muchos de quienes estamos acá hemos 
dedicado nuestra vida al tema de las relaciones laborales-, algunas actitudes y 
estrategias de las empresas no son nuevas. No estoy juzgando a esta empresa en 
particular sino que hablo en general. Como la idea es citar a la empresa a la Comisión, 
quiero ser delicado en mis expresiones, que serán registradas en la versión taquigráfica, 
para poder dialogar y decir a sus autoridades que están equivocadas, que cometieron un 
error, que están confundidas o que algo pasó. Creo que esa es la actitud que debemos 
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mantener frente a la empresa. Sí hay estrategias empresariales sin escrúpulos que 
apuntan, precisamente, hacia la organización sindical, y que pueden llegar a cerrar una 
empresa y a abrir otra al día siguiente. Pueden darse distintas situaciones de este tipo. 


Lo que ahora ocurre es que los responsables de esas empresas con nombre y 
apellido y de estas maniobras quedan en el área de relaciones laborales con un tilde que 
puede representarles dificultades para iniciar una nueva unidad productiva. Seguramente 
debamos ilustrar a la empresa acerca de las experiencias de este tipo, si es que sus 
asesores no las conocen. La idea es que piensen bien y que sepan que lo único que se 
pretende es trabajar. Está bien que la empresa tenga sus ganancias, pero también que 
pague los laudos acordados en los Consejos de Salarios y que respete los derechos de 
los trabajadores. Si esto se cumple, la unidad productiva tendrá ingresos, trabajo y salud 
desde el punto de vista de la condición y del sistema en el cual se mueve y los 
trabajadores verán fortalecido el reconocimiento a la organización sindical. 


Hemos estado informados acerca del proceso que se ha seguido; sabemos que han 
llegado a un límite, y por eso vienen los trabajadores con sus representantes. Esto 
implica un costo para los trabajadores y para una organización sindical, como todas, 
modesta, en el trabajo, en la relación con la familia, en las horas disponibles. La empresa 
no debe estar ajena a esta voluntad de diálogo que los trabajadores han manifestado 
desde el primer día. Por lo tanto, comparto que la versión taquigráfica sea remitida al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Cuando la delegación se retire de Sala, seguramente la Comisión analice la 
posibilidad de que los responsables de la empresa concurran lo más pronto posible a 
dialogar sobre esta situación planteada. 


SEÑOR VIDALÍN.- Damos la bienvenida a los integrantes de la delegación, quienes 
han sido muy claros en sus exposiciones. La doctora Gutiérrez ha sido muy explícita y 
sus compañeros han detallado muy bien la situación que viven. 


Esta Comisión, como es su estilo, debe buscar los mecanismos necesarios para 
encontrar una solución al problema. Si bien la Justicia ya se ha expedido, estamos ante 
una feria judicial que se levantará en los próximos días, y quizás eso lleve a una 
dilucidación más rápida del tema. 


Lo que nos debe preocupar fundamentalmente es la recuperación de la fuente de 
trabajo. Teniendo en cuenta las palabras que pronunciara el señor Diputado Groba, 
creemos que sería oportuno que esta Comisión invitara a comparecer con perentoriedad 
a los responsables de la empresa Vida. Quizás, en ese estilo que ha caracterizado a esta 
Comisión, se pueda dar una solución rápida al planteo de los compañeros de Fray 
Bentos. Mociono en ese sentido. SENOR PRESIDENTE.- Los distintos señores 
Diputados han planteado una serie de propuestas absolutamente claras y entendibles, en 
cuanto a remitir la versión taquigráfica a los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y 
de Salud Pública -como lo sugería el Diputado Puig-, y a la posibilidad de que la Comisión 
se constituya en el departamento de Río Negro, lo que ha sido sugerido por la Diputada 
Cáceres y reiterado por los distintos señores Diputados que hicieron uso de la palabra. Al 
mismo tiempo, los Diputados Groba y Vidalín propusieron invitar a la empresa, a los 
efectos de intercambiar con ella -por decirlo de la manera más formal- con relación a las 
denuncias que aquí se han planteado, lo que, por otra parte, es de estilo. Por lo tanto, la 
Comisión analizará todas estas sugerencias y, con toda seguridad, resolverá transitar 
esos caminos. Nos vamos a encargar de mantenerlos debidamente informados al 
respecto. 


Les agradecemos la visita; seguimos en comunicación. 
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(Se retira de Sala la delegación del sindicato de trabajadores de la empresa de 
acompañantes Vida) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PUIG.- Quiero referirme a uno de los temas que tenemos en la agenda y 
que comenzamos a analizar, que es el del trabajo nocturno. El Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social había quedado comprometido en presentar un proyecto y quisiera saber 
si hay alguna fecha prevista para su visita, porque nos preocupa el tiempo de que se 
dispone, ya que este es un año electoral y avanzar en un proyecto de ley implica 
asegurar los tiempos para ambas Cámaras. Quisiera que se realizara una gestión en ese 
sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aprovecho para reiterar una información que compartimos 
informalmente. 


El Ministro de Trabajo y Seguridad Social se comunicó con nosotros la semana 
pasada. Me consta que habló con algún otro colega integrante de la Comisión, 
particularmente de la bancada del oficialismo. Nos solicitó a ambos la posibilidad de 
postergar por algunos días el tratamiento de este tema, porque estaba viajando. Tenía 
previsto volver al país el día 12, es decir el próximo fin de semana. Por las razones que 
acaba de invocar el señor Diputado Puig, que son objetivas, le solicitamos la mayor 
prontitud en cuanto a su comparecencia a la Comisión y a la presentación de la propuesta 
alternativa que dice que quiere hacer llegar a la Comisión. Convinimos en que esa 
instancia se generase en forma inmediata a su regreso al país. Por lo tanto, deberíamos 
gestionar la posibilidad de que la próxima semana, tal vez el día miércoles, pudiéramos 
concretar esa instancia. Tal vez el camino sea encomendar a la Secretaría que desde 
ahora empiece a hacer las gestiones para lograr, efectivamente, que el Ministerio venga a 
pronunciarse sobre el proyecto y traiga la propuesta alternativa. Si estamos de acuerdo 
podría hacerse el martes o miércoles de la semana que viene 


(Apoyados) 


(Ingresa a Sala una delegación del Núcleo de Base del Sindicato Médico del 
Uruguay del Servicio de Cirugía del Instituto Nacional del Cáncer) 


———La Comisión tiene el gusto de recibir al Núcleo de Base del Sindicato Médico 
del Uruguay del Servicio de Cirugía del Instituto Nacional del Cáncer, representado por el 
doctor Escandor El Ters, cirujano oncólogo, Jefe de Cirugía del INCA; las doctoras Marta 
Gonda y Silvia Ferrin, cirujanas; y el doctor Enrique Alves, ayudante quirúrgico. 


La delegación se comunicó con esta Presidencia solicitando una reunión con 
carácter urgente. En función de que la agenda de mañana miércoles ya estaba completa, 
entendimos conveniente incluirla en el día de hoy. Queremos dejar esta constancia, 
porque tomamos esta decisión sin consultar a los miembros de la Comisión, sin perjuicio 
de que formulamos, como corresponde, una información de carácter posterior y la 
Comisión ha avalado lo actuado por esta Presidencia en cuanto a proceder con la mayor 
urgencia a concretar esta entrevista. 


SEÑOR EL TERS.- Agradecemos a la Comisión de Legislación del Trabajo por 
recibirnos en esta fecha. Queremos aclarar que concurrimos como Servicio de Cirugía, 
aunque no puedo hacer abstracción de que soy el miembro responsable del núcleo de 
base del SMU en el INCA. 


Actualmente el Servicio de Cirugía se encuentra en conflicto con la Dirección del 
INCA. Como antecedentes de este conflicto queremos resaltar que el actual Director del 
INCA, doctor Alvaro Luongo, fue trasladado contra su voluntad en el año 2001 junto con 


«O 


otros tres colegas médicos. Se trató de un traslado compulsivo, con el que no estuvimos 
de acuerdo, porque nos pareció que no era lo más justo, y se realizó, fundamentalmente, 
por una diferencia de relacionamiento empresarial entre el grupo del doctor Alvaro 
Luongo y el grupo de los Leborgne. Nosotros no participamos en esa diferencia; nos 
mantuvimos siempre al margen dado que simplemente somos trabajadores de la salud. 


En aquel momento, como integrábamos el núcleo base y también el Comité 
Ejecutivo del Sindicato Médico del Uruguay, nos presentan el problema. Nosotros lo 
planteamos dentro del comité Ejecutivo del Sindicato Médico y, lamentablemente, no 
hubo una acogida a este planteo. En ese momento dije -y figura en actas- que era una 
equivocación no apoyar a colegas que eran trasladados en forma inconsulta. De todas 
maneras, como miembro responsable del núcleo base, nos ofrecimos para ir a testificar 
en caso de que ellos consideraran pertinente -así lo aconsejábamos- iniciar los juicios. 
Solamente uno de los colegas lo inició; fuimos a testificar en el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo e hicimos una exposición de prácticamente una hora. Ese colega volvió al 
INCA, y los otros tres colegas decidieron no hacer un juicio, entre ellos el doctor Alvaro 
Luongo, pero nos recrimina -y lo ha hecho públicamente y en forma permanente- no 
haberlo defendido en el Sindicato Médico. 


El doctor Álvaro Luongo fue nombrado Director del INCA en junio de 2011. Cuando 
renuncia el doctor Varangot, luego de varios problemas que habían surgido en el Instituto, 
con pérdidas de medicación, etcétera, al núcleo base se nos pregunta si podíamos 
presentar algún candidato. Al inicio nos negamos porque, realmente, no es nuestro perfil 
ni nuestro interés estar en cargos de responsabilidad política; no lo estuvimos, no lo 
estamos y no lo vamos a estar; nuestro perfil es técnico; nos gusta lo que hacemos y 
creemos que lo hacemos bien. Ante la insistencia, y dado que nadie quería agarrar el 
hierro caliente, estuvimos consultando entre los colegas y decidimos presentar un 
candidato que tenía algunas cosas a favor como ser médico del INCA, ser médico 
internista, tener posgrado en oncología y -lo más importante de todo para nosotros- 
estaba capacitado para la Dirección porque tiene un posgrado de Gestión en Salud 
otorgado por la Udelar, registrado en el Ministerio de Salud Pública, y también una 
maestría en Francia sobre gestión hospitalaria. En ese momento no había otro candidato, 
pero luego surge la candidatura, en el seno del Directorio de ASSE, del doctor Luongo. 
Nosotros desconocíamos esa candidatura, porque surgió casi al final, y se eligió al doctor 
Luongo, quien nuevamente nos recrimina por haber presentado otro candidato, 
haciéndolo públicamente y en más de una ocasión. 


Debemos recalcar como antecedente que en los dos años que tiene como Director 
el doctor Alvaro Luongo ya hay cuatro denuncias de acoso laboral de funcionarios del 
INCA presentadas ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y que, probablemente, 
sea el Director que más despidos haya hecho en la historia del INCA, ya sea en forma de 
presión, en forma directa o no renovando contratos de algunos colegas y funcionarios no 
médicos del Instituto. 


Antes de mencionar los hechos del año 2011, queremos resaltar que esto no lo 
consideramos como un tema político partidario. Consideramos que no corresponde 
declararlo de esa forma y que esta manera de actuar del Director del INCA con relación a 
colegas médicos y a funcionarios no médicos -en algunos casos- es incorrecta y no 
aconsejable en la gestión de un hospital. 


Desde que comienza, en 2011, como Director, resaltamos, en primer lugar, el 
destrato público y actitudes agresivas reiteradas frente a cualquier diferencia profesional 
o sindical. 
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En segundo término, destacamos la desinformación, no enviando comunicados que 
enviaban a otros Jefes de Servicio y realizando convenios sin avisarnos que involucran 
nuestra actividad como especialistas del INCA. Nos referimos a algún convenio con algún 
otro cirujano de afuera que llega a superponer alguna actividad, y nosotros ni siquiera 
estamos enterados y menos tenemos la capacidad de supervisarlos, aun cuando a esas 
policlínicas vienen colegas que si bien son muy bien, tienen poca experiencia porque 
están cursando el residentado. 


En tercer lugar, aplica la estrategia de ignorarnos al no contestar las numerosas 
notas que le enviamos en temas técnicos del Servicio. Es decir, todos los problemas se 
los hemos enviado con una copia, y las hicimos firmar, pero ninguna de ellas tiene 
contestación. 


En cuarto término, no considera las propuestas que le enviamos para la ampliación, 
mejoramiento y extensión de la actividad quirúrgica a la Facultad de Medicina, afirmando 
que no presentamos proyectos a pesar de que tenemos las copias firmadas del recibo de 
esos proyectos, la cual no solamente firmamos nosotros sino también el Departamento de 
Enfermería. También planteamos el aumento de las horas quirúrgicas, es decir, que no 
sean solamente en la mañana porque tenemos horas ociosas, así como la posibilidad de 
operar los sábados, de traer a residentes y Grado 2 en forma rotativa y ofreciéndonos 
como docentes honorarios porque los tres cirujanos del INCA fuimos residentes y 
asistentes Grado 2. 


En quinto lugar, hay una desigualdad de trato con relación a otros Jefes de Servicio 
designados por él. En algunas designaciones, no se respetó ni siquiera la antigúedad, y 
tenemos compañeros que quedaron por el camino. Esos Jefes conforman su círculo más 
cercano, y los autoriza a frecuentes faltas o irregularidades en el marcado de las tarjetas 
y, además, no les realiza descuento mientras que a nosotros nos aplica el reglamento en 
forma totalmente estricta, controlando si nos pasamos o no marcamos. El reglamento 
dice que si nos pasamos 90 minutos de lo que tenemos que marcar, se nos debe 
descontar. Con eso estamos totalmente de acuerdo, así como que se controle por tarjetas 
y que se hagan los descuentos, pero tenemos información -desde personal- de que 
cuando llevan las planillas para los descuentos, a algunos se les hace el descuento y a 
otros no, y también tenemos información de que algunos Jefes de Servicio pueden haber 
faltado hasta 10 días en el mes y no tienen descuentos. 


El aislamiento es una de sus estrategias favoritas, al no convocarme, hasta por un 
año, para la mayoría de las reuniones de jefe de servicio. Nos enterábamos de los temas 
del INCA a través de otros jefes de servicio. 


Asimismo, durante mi licencia reglamentaria decidió, de manera unilateral y sin 
previo aviso, un cambio de mis funciones, a través de la creación de Jefaturas de cada 
especialidad quirúrgica, que dejaron de depender de mí y pasaron a depender 
directamente de Dirección, adquiriendo el mismo nivel en el escalafón que el que suscribe 
y reduciendo el personal a mi cargo de doce a siete personas 


Además, determinó que el Departamento de Cirugía pasara a ser Servicio de 
Cirugía, desmembrándolo, dividiéndolo y creando un desorden total que persiste hasta 
ahora. 


Por ejemplo, nombró a un anestesista como jefe de block quirúrgico, lo que es un 
hecho inédito, porque, habitualmente, se nombra a colegas de especialidades quirúrgicas 
que, precisamente, son los que tienen el manejo de la asepsia y de la forma de operar el 
block, función que cumplí hasta ese momento, cuando me redujo responsabilidades. Este 
nombramiento se hizo en forma totalmente desleal, cuando yo estaba ausente con 


da 


licencia por enfermedad, debido a un accidente que me produjo fractura de columna; 
estuve inactivo prácticamente tres meses. 


También determinó en forma unilateral que los ayudantes quirúrgicos y licenciados 
en instrumentación dejaran de pertenecer al Servicio de Cirugía, pasando a depender del 
jefe de block quirúrgico -es decir, de un anestesista-, reduciendo, una vez más, el número 
de integrantes del Servicio de Cirugía, dejando solamente dos personas a mi cargo. 
Desde que ingresó el doctor Longo como Director del INCA, redujo el Departamento de 
trece a tres integrantes. 


Supuestamente, él debe calificar a las instrumentistas y a los ayudantes quirúrgicos. 
Precisamente, estos compañeros están trabajando con nosotros todo el tiempo. Somos 
nosotros los que deberíamos hacer la evaluación, decidir quién ingresa y a qué cirugía. 
Lamentablemente, este anestesista no tiene un contacto directo con ellos; con este nuevo 
cargo, él entra muy poco a la sala de operaciones a anestesiar. Además, duplica un cargo 
de Jefatura, lo que está prohibido. No se puede ser Jefe de Anestesia y Jefe de Block 
Quirúrgico. 


Por otra parte, determina en forma unilateral un cambio de función y condiciones 
laborales de los ayudantes quirúrgicos, sin respetar el compromiso funcional que todo 
médico tiene, acuerdo entre el SMU, Femi y ASSE, obligando a hacer indicaciones 
médicas a los pacientes quirúrgicos internados, cuando, en realidad, el compromiso 
funcional hace que ellos tengan una carga horaria solamente dentro del block quirúrgico. 
No sacó personal del block quirúrgico, sino que los obligó a pasar visita en forma 
unilateral, alterando ese compromiso funcional. Esto no se puede hacer; el convenio así 
lo establece y debe ser de común acuerdo o, de lo contrario, con la mediación de las 
partes. 


El punto siguiente es importantísimo para nosotros, como sindicalistas y gremialistas 
de toda la vida. Desde hace muchos años, ocupo el cargo de miembro responsable del 
Núcleo de Base del Sindicato Médico en el INCA, y hasta hace un par de meses, era el 
Secretario Gremial de Sumefac, Sociedad Uruguaya de Medicina Familiar y Comunitaria. 
Actualmente, soy el Secretario Gremial de Sompu, Sociedad de Oncología Médica y 
Pediátrica del Uruguay. Mi formación sindical es muy amplia y soy muy respetuoso de los 
ámbitos sindicales. Creo que es gravísimo cuando aquellos que "hacen de patrón" -entre 
comillas-, al asumir cargos de responsabilidad política, no respetan la actividad sindical y 
creo que deben ser denunciados. 


En las asambleas de Núcleo de Base presididas por quien suscribe en calidad de 
miembro responsable del Núcleo de Base del SMU en el INCA, que realizamos en sede 
del SMU, esta persona se presenta en forma sorpresiva para ejercer presión indebida 
sobre los asambleístas, un hecho que no tiene antecedentes en ningún Núcleo de Base 
del Sindicato Médico. Quizás tenga algunos pocos antecedentes dentro de los sindicatos 
que conforman el PIT- CNT; probablemente, haya sido rechazado y denunciado las veces 
que ocurrió. 


En 2012, recibí una evaluación de 13 puntos con el objetivo de presionar, porque él 
es mi supervisor inmediato. Mi evaluación siempre estuvo entre 17 y 20 puntos, con un 
promedio de 18,3. No dio ninguna explicación de por qué hizo esta evaluación, que fue 
muy subjetiva y tenía el objetivo de ejercer presión. Realizamos un recurso de evaluación 
en el Estudio Delpiazzo, pero no se pudo modificar. Debemos tener en cuenta que, como 
Núcleo de Base, cometimos el error de no nombrar un delegado en el Tribunal, con lo 
cual, la Dirección nombró a sus dos delegados que ¡oh casualidad! son dos de los cinco 
allegados a los Jefes nombrados por él en los últimos tiempos, y mantuvieron la nota de 
13 puntos. 
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Por otro lado, me prohíbe poner en mi sello dos de las tres especialidades que 
poseo. Soy médico de familia y comunitario 


——actividad que me produce enorme placer, porque trabajamos en asentamientos, 
a la tarde-, cirujano y oncólogo; soy uno de los dos cirujanos oncólogos que tiene el país. 
Sin embargo, me amenaza con una sanción, prohibiéndome utilizar un sello que diga 
"cirujano oncólogo". Se arroga funciones que solamente le competen el Ministerio de 
Salud Pública, organismo que no cuestionó, al igual que ASSE y los Directores 
anteriores, la utilización de dicho sello durante catorce años. Esto también requirió la 
elaboración de un informe del Estudio Delpiazzo para evacuar vista y evitar una sanción 
totalmente ridícula, inexplicable e irracional, que no se produjo. Como sigo con esta 
prohibición, firmo y hago una contrafirma, con lapicera. 


En 2013, volvió a realizarme una mala evaluación: 14 puntos. Presenté el recurso de 
evaluación del Estudio Delpiazzo. 


SEÑOR VIDALÍN.- ¿14 puntos sobre cuántos? 


SEÑOR EL TERS.- Sobre 20. Mi promedio histórico era 18,3 puntos. No hubo 
ningún cambio en mi actitud como profesional que pueda justificar 13 o 14 puntos de 
evaluación. 


También se interpuso un recurso de evaluación con el Estudio Delpiazzo, que es 
contratado por el Sindicato Médico del Uruguay para realizar el asesoramiento a sus 
socios en forma gratuita. Este recurso se encuentra en su escritorio y ya se han vencido 
los plazos de respuesta. 


Debido al carácter violento y vehemente que tiene el doctor Longo, Director del 
INCA, tanto para discutir casos clínicos, como para imponer sus diferencias sindicales, fui 
objeto de una amenaza de muerte por su parte, con testigos presenciales, el día 26 de 
mayo. Dejaré en poder de la Comisión el acta que refiere a que fuimos desalojados en 
forma compulsiva e impulsiva. Además, presentamos una denuncia penal en la que 
incluimos cuatro testigos con relación al hecho, donde se declara la personalidad violenta 
y agresiva del doctor Longo. La denuncia se realizó a través del doctor Juan Fagúndez el 
día 20 de junio en el Juzgado Penal de 17* Turno y pasó a Fiscalía de 14* Turno el día 26 
de junio. El estudio del doctor Gonzalo Fernández atiende los asuntos penales de los 
socios del Sindicato Médico del Uruguay, pero no puede ser utilizado por un socio si el 
denunciado también lo es. Por esa razón, utilizamos los servicios del doctor Juan 
Fagúndez, que también es un abogado penalista. 


Otro hecho importantísimo, que las colegas presentes pueden ratificar -que 
repercutió muchísimo desde el punto de vista psicológico en todos los integrantes del 
servicio y en la atención a los pacientes-, es que fuimos desalojados de la planta física 
del servicio de cirugía, en forma intempestiva y compulsiva, con una violencia psicológica 
nunca vista en una repartición de ASSE. En realidad, nosotros estamos en contacto 
directo con Directores y mandos medios de ASSE, y, obviamente, con las autoridades del 
ejecutivo del Sindicato Médico, y puedo decir que nunca hubo un antecedente de estas 
características. 


Este hecho fue constatado por un escribano público, que fue enviado por el SMU en 
el momento para levantar un acta, cuya copia dejamos en poder de esta Comisión para 
ser repartida. Además, solo pudimos retirar nuestros abrigos y túnicas. 


Asimismo, se nos propuso pasar del segundo piso, que es donde el servicio de 
cirugía tiene una oficina próxima al block quirúrgico y al área de internación quirúrgica, al 
subsuelo, que es un lugar frío y oscuro, donde nadie se reúne. En primera instancia, se 


sia 


nos asignó una sala interior, de paredes de mamparas, sin ventanas, luz natural ni 
ventilación, de dos por tres metros, la que rechazamos, por lo que, en este momento, el 
servicio de cirugía no tiene un lugar físico para realizar su labor. 


Posteriormente, se nos envió una nota, de las varias que se cursaban. En realidad, 
cada lunes se hace la coordinación entre un adjunto de ASSE y el Director, y por esa 
razón, ya sabíamos que los lunes tendríamos novedades, o que los martes recibiríamos 
una nota contra el Jefe de Servicio y/o todo el servicio de cirugía. En dicha nota, se nos 
dice que debemos entregar el local y desocupar una sala de internación. En realidad, se 
comete un gran error, porque no ocupamos una sala de internación, sino un lugar 
denominado "Cuarto Médico", que existe desde que se construyó el edificio, entre 2005 y 
2010. 


Es importante recalcar que los Directores anteriores entendieron que no se 
necesitaban dos cuartos médicos, aunque hay dos pisos de internación. En el primer 
piso, hay un cuarto similar al nuestro, que es donde pernocta el médico de guardia, y en 
el segundo, estaba nuestra oficina; si bien en un principio se pensó poner allí otro médico 
de guardia, se concluyó que, con las camas existentes, no era necesario, y que con uno 
solo era suficiente. Entonces, se analizó dónde deberían estar las oficinas del servicio de 
cirugía y se llegó a la conclusión de que ese cuarto era ideal, ya que está enfrente al 
block quirúrgico y a las diez camas de internación. 


Sin duda, es un lugar estratégico, donde realizávbamos toda nuestra actividad; 
después de pasar visita a los pacientes, escribíamos las indicaciones, discutíamos la 
situación de los pacientes, hacíamos nuestros ateneos, realizábamos coordinaciones con 
otros colegas y hacíamos equipos multidisciplinarios. En ese lugar, teníamos una gran 
pizarra donde anotábamos los nombres de los pacientes y los pedidos que había que 
hacer; además, teníamos archivadas las intervenciones que realizamos durante muchos 
años, una gran cantidad de documentos, y estaban nuestras computadoras, que 
contenían las descripciones operatorias que no se pueden realizar en el block, ya que allí 
ya hay un cirujano haciendo esa tarea y se cuenta solo con una computadora, con la que 
estamos conectados en red. Asimismo, allí realizábamos las notas necesarias para los 
diferentes servicios o la Dirección. 


Entonces, se comete el error de decir que esa habitación se utilizará para cuidados 
post- operatorios o intermedios, con cuatro camas. En ese sentido, consultamos 
anteriormente si había posibilidades de contar con una sala de cuidados intermedios -por 
lo que existen antecedentes al respecto- a fin de operar algún paciente de mayor 
complejidad, y todos los estudios de factibilidad realizados negaron esa posibilidad, ya 
que no era viable llevarlo a cabo con siete médicos por semana -uno de guardia cada 
día-, tres turnos de nurses por día, tres turnos de dos enfermeras por día y, a los sumo, 
cuatro pacientes internados. Por lo tanto, se nos dijo -en su momento, lo aceptamos, ya 
que el pedido lo hicimos más de una vez- que aquellos diez pacientes, de los ochocientos 
que veíamos y de los más de cuatrocientos que operábamos, que no se podían operar en 
el INCA, fueran derivados a un lugar con mayor infraestructura, a un hospital de agudos, 
como el Pasteur o el Maciel, aunque ahora, también estamos coordinando bastante con 
el Español. 


Como dije, se nos sacó de un lugar que, además, no tiene oxígeno centralizado, no 
es una sala de internación, no tiene aire centralizado y que, por lo tanto, no es adecuado 
para ese fin, considerando que las habitaciones contiguas sí lo son. En realidad, creemos 
que ese fue solo un pretexto para sacarnos de allí, ya que, actualmente, la habitación 
está cerrada y vacía, pero nosotros nos encontramos sin un lugar físico para trabajar. Por 
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esa razón, nuestras condiciones laborales se vieron afectadas y tenemos dificultades 
para cumplir con nuestras funciones. 


Queremos recalcar que, actualmente, el servicio de cirugía está en conflicto y que 
no quisimos involucrar a todo el núcleo de base, es decir, a todo el INCA. En realidad, 
tratamos de evitarlo; lo rehuimos durante mucho tiempo y soportamos cosas que 
consideramos que nadie debería haber soportado. También queremos recalcar que se 
hicieron las denuncias pertinentes a las autoridades de ASSE, al Sindicato Médico y a la 
Justicia Penal, y que, en este momento, estamos en vías de realizar la denuncia por claro 
acoso laboral -clarísimo; de libro- del que fuimos víctimas durante estos dos años, lo que, 
en lo personal, me perjudicó, y a todos los integrantes del servicio, en el ejercicio de la 
profesión, ya que lo desmembró y nos colocó en una condición totalmente deficitaria para 
la correcta atención de los pacientes. 


En veinticuatro años, nunca recibimos una denuncia proveniente de un paciente o 
una queja, ya que tenemos una relación médico- paciente más que excelente. Además, 
aplicamos la teoría de la promoción, prevención, asistencia y rehabilitación de los 
pacientes, a quienes no solo vemos en el contexto individual, sino también familiar y 
comunitario, tal como nos enseñaron en la especialidad de medicina familiar y 
comunitaria. Sin duda, eso nos permite dar una atención personalizada e, inclusive, 
cambiar estrategias y tácticas quirúrgicas, no dependiendo solamente de la patología del 
paciente, sino también de su nivel socio- cultural y de su relacionamiento familiar y 
comunitario. 


Reitero que se trata de un problema personal del doctor Longo hacia mi persona, 
quien me hizo la vida a cuadritos durante estos dos años. Además, todo esto trajo como 
consecuencia un enorme perjuicio para todos los integrantes del equipo, quienes están 
aquí presentes y pueden dar testimonio de la persecución sindical que sufrimos y del 
acoso laboral y moral del que fuimos víctimas, algo totalmente innecesarios e 
injustificado, ya que nunca lo enfrentamos ni nos opusimos a su gestión, sino que, por el 
contrario, tratamos de colaborar en todo lo posible. Sin embargo, la obsesión por 
perjudicar a alguien fue la que llevó a que el doctor Alvaro Longo se encuentre en esta 
situación. 


El doctor Longo cumplió setenta años de edad hace poco tiempo, y por esa razón, 
pensamos que se iban a seguir las normativas de ASSE y que ¡ba a cesar en su cargo, 
pero tenemos entendido que pidió una prórroga. En realidad, no hicimos la denuncia de 
estos hechos con anterioridad porque pensamos que todo iba a terminar después de su 
cese laboral, dado que todos los Directores cesan a los setenta años de edad -no hay 
prórrogas, por lo que se trata de un hecho totalmente insólito-, pero eso no ocurrió. 


Por eso, me gustaría que el resto de los integrantes del Servicio de Cirugía también 
dieran su testimonio de lo que han padecido y de las consecuencias profesionales y 
psicológicas que ha creado esta situación de agresión. 


SEÑORA FERRÍN.- Soy cirujana general. Ingresé al Instituto Nacional del Cáncer 
-INCA- por concurso, en diciembre de 2009. 


No voy a abundar en lo que explicitó perfectamente el doctor El Ters. Doy fe de 
prácticamente todas las irregularidades de las que ha sido objeto y que han repercutido 
en nuestro Servicio. Concretamente, me voy a referir a un punto irascible, indignante, 
aberrante, que nos tocó vivir a mí y a mis compañeros aquí presentes, la doctora Gonda y 
el doctor Alves. 


Un jueves, al finalizar nuestra policlínica, nos encontramos con un cartelito impreso 
pegado en la pared, donde se anunciaba que, a partir de la siguiente semana -no 
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recuerdo qué día-, la policlínica de cirugía general -o sea, la nuestra- sería compartida 
con una policlínica de cirugía general guiada por un profesor de un servicio de Facultad. 
Esta decisión fue tomada en forma totalmente inconsulta y unilateral, con el resultado 
obvio de que el profesor de ese servicio -a quien conozco de toda la carrera y merece 
todo mi respeto- fue invitado a captar pacientes para ser intervenidos en el Hospital de 
Clínicas. 


¿Qué implica eso? ¿Que yo esté en contra del Hospital de Clínicas, donde me 
formé, al que debo la mitad de mi formación como médico y como cirujana? ¡De ninguna 
manera! El hecho concreto es que se trata de trabajo: si hay un trasiego -tal vez, no es el 
término más adecuado- de pacientes al Hospital de Clínicas para ser operados allí, 
disminuye nuestro volumen operatorio y ello afecta directamente nuestra economía, 
porque nos disminuye lo que se llama Variable Anestésico Quirúrgica -VAQ-, en función 
de la cual tenemos un incentivo por paciente operado. Por lo tanto, habida cuenta de que 
esa decisión no fue negociada ni discutida, sino que se trató de una medida tomada en 
forma unilateral e inconsulta por parte del Director Longo, cuando terminamos la 
policlínica, mi ánimo ya no era el mejor 


Normalmente, al terminar la policlínica, con nuestros compañeros nos reunimos en 
nuestro estar, que es nuestro lugar de pertenencia al INCA, donde nos sentimos 
cómodos, para discutir pacientes, escribir evoluciones, mirar exámenes, recibir a 
compañeros colegas para discutir pacientes -es decir, para realizar parte de nuestro 
trabajo, que no es solamente operar: no somos operadores, no somos carniceros; la 
formación quirúrgica es el razonamiento, el encare, la planificación responsable de un 
paciente en un ámbito multidisciplinario-, que no es un área asistencial ni tiene los 
elementos para serlo. Fuimos despojados de ese lugar: de buenas a primeras, aparece 
un funcionario de Intendencia con un comunicado firmado por la Dirección diciendo que 
debíamos abandonar el lugar a las diez y media de la mañana, y lo hicimos con lo que 
teníamos, con nuestras túnicas y lo que pudimos rescatar, porque todo lo demás se lo 
llevaron: computadora, armario con documentos y demás elementos que con mucho 
sacrificio habíamos conseguido para nuestro confort, como una heladera, un microondas. 


Lo que voy a decir puede caer muy fuerte, pero lo voy a compartir porque me pasó. 
En todos los años que llevo trabajando desde que me recibí como médico en el año 1992 
-obtuve el título de cirujana en el año 1998 y culminé mi Grado 2, lo que significa un paso 
importantísimo y para muchos imprescindible para avanzar en la carrera y tener acceso al 
mercado laboral-, en ningún trabajo, ni público ni privado, ocurrió algo parecido. Y en ese 
momento -reitero que esto es solamente mío, es una intimidad- no pude más que 
recordar el día en que los milicos entraron a mi casa en 1976, a las tres de la mañana, y 
se llevaron a mi padre delante de mis ojos y los de mi hermano chiquito, lo encapucharon 
y lo subieron en un camión, y esto me quedó en la cabeza todo el día. Llegué a mi casa 
indignada y escribí un correo electrónico a la red médica, sin hacer alusión a ese episodio 
-quizás mis colegas no lo comprenderían-, pero en unos términos un poco agresivos, sin 
llegar al insulto, tratando de mantener la calma. 


Sin embargo, cometí el error de aludir a una posible senilidad del doctor Longo. Al 
día siguiente, mis compañeros me hicieron ver que debía disculparme por haber usado 
ese término, y lo hice. Enseguida, escribí otro correo electrónico diciendo que me 
disculpaba porque en un momento de pasión había escrito una palabra no adecuada para 
referirme al Director de nuestro Instituto, pero que ratificaba en todos los términos los 
conceptos elementales del maltrato, del acoso laboral y de la aberración a la que 
habíamos sido expuestos. 


SEÑOR VIDALÍN.- ¿Qué edad tiene el doctor Longo? 
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SEÑORA FERRÍN.- Tiene setenta años. 
SEÑORA GONDA.- Simplemente, quiero apoyar lo que dijeron mis compañeros. 


Durante estos tres años fuimos testigos de la violencia de la que ha sido receptor el 
doctor El Ters y del carácter agresivo del doctor Luongo, que es una persona con la que 
es difícil dialogar. 


También quiero recalcar lo que dijo la doctora Ferrín en el sentido de que nunca en 
mi vida me había pasado que me echaran de la forma en que fuimos sacados el otro día 
del cuarto de estar médico. No me pareció la manera adecuada de actuar, por respeto a 
la cuestión humana, más allá del respeto profesional o de compañeros. Creo que esa no 
es la forma de sacar a las personas de un lugar. Salimos con la túnica puesta y las 
historias abajo del brazo. Fue un acto de violencia al cual no recuerdo haber estado 
expuesta nunca desde el punto de vista laboral. Además, fue innecesario. Fue la frutilla 
de la torta de todo lo que hemos visto durante estos tres años, en particular nosotros, que 
junto al doctor El Ters pertenecemos al servicio de cirugía. En ateneos y en otras 
reuniones también hemos sido testigos de la agresividad y del maltrato, que es como la 
norma y la forma de tratar que ha tenido el doctor Luongo en estos tres años en el 
Instituto Nacional del Cáncer. 


SEÑOR PUIG.- Saludamos a la delegación que nos visita. 


Sin duda, son muy graves los planteamientos y las denuncias realizadas, desde el 
punto de vista tanto profesional como del ejercicio de la actividad sindical. 


Creo que, como suele hacer esta Comisión, corresponde que realicemos algunas 
convocatorias. En este caso, deberíamos convocar a la Dirección del INCA, a las 
autoridades de ASSE y al Sindicato Médico del Uruguay, para analizar en conjunto con 
los distintos actores esta situación. Las denuncias son muy graves, no nos vamos a 
expedir al respecto, pero nosotros creemos que lo mejor que puede hacer la Comisión es 
analizar la posición, el análisis que hacen los diferentes actores en torno a este tema. 


(Apoyados) 
SEÑOR VIDALÍN.- Damos la bienvenida a la delegación. 


Pocas veces hemos escuchado acusaciones tan graves como las que hoy hemos 
recibido de parte de este grupo de profesionales. Se han manifestado atentados a la 
libertad, al ejercicio libre de la profesión, acoso laboral y otras actitudes que 
verdaderamente dejan mucho que desear y que lamentamos estén pasando en este, 
nuestro tiempo. 


Por tanto, acompaño totalmente el planteo realizado por el compañero Diputado 
Puig. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer algunas consideraciones y algunas consultas. 

Estoy totalmente de acuerdo con la línea de trabajo -que es absolutamente 


razonable- que sugiere el señor Diputado Puig en cuanto a convocar a ASSE, a la 
Dirección del INCA y al Sindicato Médico del Uruguay. 


También coincido con la calificación que han hecho los colegas con respecto a que 
estamos frente a denuncias graves; el mero relato que hemos escuchado o la descripción 
de los hechos señalados alcanzan para llegar a esa conclusión. 


Creo que a los comparecientes los respaldan los antecedentes de algunos episodios 
que se han dado en el organismo. Aclaro que esto no implica prejuzgar con relación a los 
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hechos que hemos escuchado en el día de hoy; obviamente, tendremos que escuchar a 
las demás partes intervinientes en esta discusión. 


Lo que quiero decir es que ya se habían registrado situaciones de persecución y de 
acoso laboral en el INCA, que fueron denunciadas en el ámbito de esta Comisión y, 
también, en la Inspección General del Trabajo. El Ministerio se hizo eco de estas 
denuncias y constató que esas circunstancias acontecían. Hemos recibido testimonios de 
sendos expedientes, básicamente de dos de ellos, tramitados ante la Inspección General 
del Trabajo con relación a denuncias formuladas en el INCA, tanto por parte de 
funcionarios administrativos como por parte de voluntarios y de usuarios del organismo, 
que son de muy similar tenor y esencia a las presentadas en el mediodía de hoy. 
Además, la Inspección General del Trabajo, actuando con mucho rigor técnico y 
objetividad, formuló una serie de recomendaciones bastante severas al Instituto Nacional 
del Cáncer a los efectos de corregir dichas situaciones. No sabemos muy bien qué pasó, 
pero creemos que la instancia propuesta será propicia para consultar a las autoridades 
con relación a aquellas denuncias y a las recomendaciones formuladas por la policía 
laboral, que es la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social. 


Decían los comparecientes que es muy difícil dialogar con el Director del INCA. Ha 
sido muy difícil también para nosotros. A lo largo de esta Legislatura varias veces hemos 
intentado -la Comisión formalmente y en lo personal- contar con su presencia en este 
ámbito. El dato objetivo -no lo califico; en todo caso, se califica solo- es que el doctor 
Luongo se negó sistemáticamente a comparecer al Parlamento. Este es un hecho 
bastante inédito, que nunca se había visto. No es frecuente que una autoridad que es 
invitada a opinar sobre determinados episodios que, además, la involucran, se resista 
sistemáticamente a concurrir. Esa es la realidad de la relación que tuvo o, más bien, que 
no tuvo esta Comisión con el Director del INCA. Después, compareció el Directorio de 
ASSE para hacerse cargo de determinadas situaciones que acontecían en ese 
organismo. 


Quiero hacer tres preguntas concretas con relación a todos los hechos narrados. 


En primer lugar, el doctor El Ters decía que en este momento el sector de cirugía 
está en conflicto. Quisiera saber en qué se traduce esa situación de conflicto: qué 
medidas se han tomado, cuál es la situación actual y cómo impacta esto en los usuarios, 
en los pacientes del Inca. Obviamente, más allá de la legitimidad de las medidas 
gremiales, cualquier distorsión en la actividad del INCA genera dificultades o perjuicios en 
el tratamiento de sus dolencias y enfermedades. 


La segunda pregunta tiene que ver con la denuncia penal que ha informado el 
doctor El Ters. Por cierto, este es un antecedente muy grave. El hecho de que un jerarca 
sea denunciado penalmente por el delito de amenazas es delicado. Esto no quiere decir 
que la Justicia acoja esa denuncia, pero el hecho en sí es realmente significativo. 


Aquí se informa que en este momento la denuncia está para la vista del Fiscal y que 
fueron presentados como prueba cuatro testigos. Pregunto qué diligencias se han 
cumplido, si esos testigos fueron convocados, si la Justicia ha diligenciado alguna prueba 
y en qué etapa se encuentra la denuncia. Debemos tener en cuenta que, eventualmente, 
la denuncia penal podría haber avanzado de tal manera que ya estuviéramos en el 
terreno de la indagatoria y no en el del análisis de la denuncia, para darle curso o 
archivarla. Por lo tanto, me interesaría saber qué grado de avance tiene el expediente 
penal. 


Por otra parte, el doctor El Ters decía que el doctor Luongo ha alcanzado el límite 
de edad. No sé exactamente cuál es la naturaleza jurídica del cargo de Director del INCA. 
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Sé que no es un cargo político de particular confianza; en todo caso, sería un cargo de 
confianza técnica. Mi pregunta es si efectivamente hay un límite de edad, que serían los 
setenta años, que es el que rige en general para los funcionarios públicos. 


A mí me llegó la versión -que quiero confirmar o desmentir- que el doctor Luongo 
habría gestionado un pedido de prórroga. No sé si a esta altura le ha sido concedido o no. 
También se me ha dicho -no quiero especular; es una información que tengo- que, en 
principio, los servicios jurídicos de ASSE no habrían recomendado esa prórroga. 


Por supuesto, esto se lo preguntaremos a las autoridades de ASSE, pero ya que el 
doctor El Ters lo mencionó, aprovecho para consultarlo porque tal vez tenga alguna 
información adicional que sea ilustrativa en este sentido. 


Reitero que consideramos graves y serias las denuncias formuladas. Asimismo, 
coincidimos en la necesidad de profundizar en la investigación y de convocar -como aquí 
se ha sugerido- a las autoridades y organizaciones sindicales que se ha recomendado 
citar. 


SEÑOR VIDALÍN.- Seguramente, la versión taquigráfica de lo que se ha conversado 
hoy vaya al Ministerio de Salud Pública y a ASSE. A su vez, usted, señor Presidente, ha 
manifestado que el doctor Luongo -a quien no tengo el gusto de conocer- ha sido invitado 
en varias ocasiones y no ha venido. 


Entonces, quiero dejar constancia de que, en caso de que el doctor Luongo no 
comparezca en esta oportunidad, haré el llamado a Sala de la señora Ministra de Salud 
Pública. 


Gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado hecha la constancia. 
SEÑOR EL TERS.- La primera pregunta es sobre el conflicto. 


Nosotros estamos en un área muy sensible, que es el área oncológica. El instructivo 
de paro del Sindicato Médico -con el que estamos totalmente de acuerdo- nos obliga a 
todos a no cortar la atención en Emergencia, Urgencia y pacientes oncológicos. Por lo 
tanto, la declaración de conflicto es una declaración manifiesta, a través del Sindicato 
Médico, pero no tomamos medidas específicas que puedan perjudicar a los pacientes 
porque son pacientes oncológicos. Es decir que en la policlínica estamos viendo el mismo 
número de pacientes que antes, operando al mismo número que antes y viendo en sala a 
todos los pacientes. Es decir que no se ha resentido ni se va a resentir la atención porque 
no estamos para nada de acuerdo con que en este conflicto pague el pato un paciente 
que está en una situación inferior en relación a aquellos que le ofrecen salud. 


Como fuimos desalojados en forma muy agresiva y estamos frente a la sala de 
internación, hemos tenido un apoyo casi inmediato de los pacientes internados en ese 
momento, todos con familiares. Imagínense que luego les vamos dando el alta y se va 
corriendo la voz. A su vez, vemos a veinte pacientes en la policlínica. Multipliquen veinte 
por un familiar más como mínimo. Se comienza a hablar y cada paciente que ingresa a la 
policlínica nos manifiesta su apoyo. Algunos nos hacen planteos que de ninguna manera 
podemos aceptar, porque pueden poner en riesgo sus vidas. Les explicamos que no 
queremos que se involucren, que nos animamos a pelear esto solos, que no tenemos 
problemas porque nos asiste la razón y que ya lo hemos hecho en el pasado, cuando nos 
tocó pelear en momentos muy difíciles, en los que los derechos humanos eran 
avasallados. 
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En resumen, no se ve afectada ni se verá afectada la atención a los pacientes por 
este conflicto y por eso tampoco la quisimos generalizar a todo el INCA. No quisimos 
inmiscuir a la Comisión Interna de la Federación de Funcionarios, quienes están al tanto 
de todo. Tenemos un muy buen relacionamiento con la Comisión. Además, trabajamos en 
el mismo sector con la Presidenta de la Comisión Interna. 


La segunda pregunta es sobre la denuncia penal. Creo que nos salvó la campana -si 
se nos permite la expresión- porque entramos en feria judicial. Entonces, solo dio el 
tiempo para la denuncia penal, que se presentó el 20 y pasó del Juzgado Penal de 17* 
Turno a la Fiscalía de 14* Turno, el 25 o 26. Ahora tenemos que esperar a que termine la 
feria para que nuestro abogado nos pueda dar información sobre cómo va avanzando esa 
denuncia. 


Entre los testigos, habrá algunos muy elocuentes, con algún caso de intento de 
agresión física, agresiones verbales, maltrato. Todo eso va a estar en la causa, por lo 
cual creemos que el Fiscal va a solicitar que esta denuncia siga su curso. 


En cuanto a la pregunta sobre el director, voy a hablar a título personal. Siempre 
defendimos que los cargos de Dirección sean cargos técnicos, que se deben llenar por 
concurso abierto y que los que se presenten deben estar preparados, llenar ciertos 
requisitos, pero lamentablemente, nunca tuvimos eco en esto; no lo tuvimos en los 
Gobiernos anteriores ni tampoco en estos dos últimos. Ese fue uno de los motivos por los 
cuales -reitero que hablo a título personal- me retiré de la Unidad Temática de Salud, 
dado que consideramos que debíamos defender nuestros ideales y si no se cumple, 
tenemos que dar un paso al costado, dejando que otros actúen de la mejor forma que les 
parezca. 


Con relación a los setenta años, cabe decir que al llegar a esa edad algunos 
Directores piden una prórroga, aunque la mayoría sabe que se tiene que ir a su casa, 
porque ya ha dado una gran parte de su vida a esa institución y, seguramente, vendrán 
algunos más jóvenes, que podrán aportar, más allá de que podrían estar aportando como 
asesores o algo parecido, pero no en el cargo del día a día, que es el de Director. 


El doctor Viola -anterior al doctor Varangot- a los setenta años pidió una prórroga. 
Se hizo la consulta pertinente en Jurídica de ASSE. Se informa que no correspondía la 
prórroga y que a los setenta años se debía ir. Entonces, el doctor Viola se fue. 


En un ateneo, el doctor Luongo nos informó que había pedido la prórroga a los 
setenta y que estaba a la espera. Nosotros no le manifestamos directamente que no 
estábamos de acuerdo con la prórroga, pero sí lo conversamos dentro de aquello que 
militamos en el sentido de que no corresponde. 


Aunque no tenemos aquí el documento, tenemos entendido que Jurídica -coherente 
con lo que ya había informado en otras ocasiones- informó que no le correspondía la 
prórroga. Entonces, habrá que preguntarle también al Directorio de ASSE cuando venga, 
qué fue lo que ocurrió. Lo digo porque también existen versiones de que se pidió algún 
otro asesoramiento jurídico externo pago para ver si había alguna forma de mantenerlo 
en la Dirección. Aparentemente, según lo que nos han informado, el mecanismo que 
encontraron fue darle la baja del padrón ASSE y contratarlo en este año electoral por 
Comisión de Apoyo. 


Quiero señalar, a título personal, que siempre estuvimos en contra de la Comisión 
de Apoyo, porque es una forma de contratación y de relación de dependencia solapada y 
en donde no se pagan determinadas cosas que correspondería pagar y no se tiene una 
seguridad laboral como debería ser. 
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SEÑOR VIDALÍN.- Doctor, de acuerdo con su versión extraoficial, ¿cesaría en 
ASSE, sería contratado por la Comisión de Apoyo y continuaría como Director? 


SEÑOR EL TERS.- En febrero, él cumplió los setenta años y actualmente es el 
Director. O sea que fue cesado del padrón ASSE y está contratado por Comisión de 
Apoyo. 


No sabemos si eso se puede hacer, pero más allá de nuestra opinión gremialista, 
sindicalista o profesional de que nos parece que es un hecho irregular y que no debería 
ser, no somos nosotros los que debemos dar los detalles de por qué el doctor Luongo 
sigue hoy en día como Director del INCA y por qué, durante todos estos años, ha sido el 
único Director en el Uruguay que no marca tarjeta. 


Creo que hay una cantidad de temas que las autoridades de ASSE deberán 
explicar, como por qué se ha considerado a este colega de una forma en que no se ha 
considerado a otros Directores y por qué actualmente continúa en su cargo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la presencia de la delegación. 
Procederemos en el sentido que se ha indicado y los mantendremos informados. 


SEÑOR EL TERS.- Muchas gracias. 


(Se retira de Sala la delegación de representantes del Núcleo de Base del Sindicato 
Médico del Uruguay del Servicio de Cirugía del Instituto Nacional del Cáncer, INCA) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el segundo punto del orden del día: 
"Asuntos a estudio: Trabajadores Públicos y Privados que Transportan Caudales. Se 
establece que no podrán trasladar sacas y cajones que excedan los veinticinco kilos de 
peso. Accidentes de Trabajo. Determinación de las causas que los configuran". 


Para la consideración del primer proyecto de ley estaba pendiente la opinión del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Hay acuerdo para esperar la comparecencia de las autoridades del Ministerio en la 
Comisión. La Secretaría les recordará que deben pronunciarse sobre trabajo nocturno y 
también sobre este proyecto de ley. 


El otro proyecto de ley a estudio es el relativo al seguro por accidentes "in itinere". 
Estamos a la espera de lo que resuelva la mayoría. El Partido Nacional está pronto para 
votar, pero depende de que haya consenso en la Comisión. 


SEÑOR OLIVERA.- Inmediatamente después de la comparecencia del señor 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social deberíamos citar otra vez a las autoridades del 
Banco de Seguros del Estado, que quedaron en enviarnos un proyecto alternativo. 
Deberíamos insistir en su nueva comparecencia y en que, si tienen insumos, nos los 
hagan llegar antes de la reunión, a fin de que tengamos una visión general. 


SEÑOR PUIG.- Nuestro planteo irá en el mismo sentido del que realizamos hoy 
temprano sobre trabajo nocturno. 


En este Período Legislativo, que es más corto, tenemos plazos muy perentorios. Por 
lo tanto, solicitamos que se cite con la mayor brevedad al Directorio del Banco de 
Seguros del Estado. Es más: en la convocatoria se podría incluir la consideración de la 
propuesta alternativa que sus autoridades habían anunciado. En lo personal tengo 
especial interés en que este proyecto de ley, con las modificaciones que se entiendan 
pertinentes, sea aprobado en esta Legislatura. Se trata de una normativa que asegura los 
derechos de los trabajadores que se accidentan en el camino hacia o desde el lugar de 
trabajo. 
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SEÑOR VIDALÍN.- En el mismo sentido de lo establecido por el señor Diputado Puig 
quiero expresar que el Partido Nacional tiene el espíritu de aprobar este proyecto de ley 
en esta Legislatura. Por lo tanto, aspiramos a que el Presidente del Banco de Seguros del 
Estado comparezca en la Comisión, como se comprometió, y nos informe de su opinión 
respecto a este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En síntesis, invitaremos a las autoridades del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y del Banco de Seguros del Estado para el próximo martes, 
con carácter perentorio, porque es ahora o nunca; no hay más margen. Se nos va julio y 
no queda tiempo para que el Senado trate estos proyectos. De pronto las autoridades no 
manejan los tiempos parlamentarios. Por eso es necesario transmitirles el problema de 
tiempo que tenemos y que si no vinieran, la Comisión actuará y resolverá en cuanto a los 
proyectos de ley de accidentes "in itinere", de trabajo nocturno y de transporte de 
caudales. 


Se levanta la reunión. 


